
BOE núm. 16. Suplemento Martes 19 enero 1993 41

1245 Sala Primera. Sentencia 224/1992, de 14 de
diciembre de 1992. Recursos de amparo
679/1989 y 765/1989 (acumulados). Contra
Auto de la Audiencia Provincial de Oviedo que
declaró no haber lugar al recurso de súplica
intentado contra Auto anterior por el que se
denegaba a los recurrentes las suspensión con­
dicional de la condena impuesta por Sentencia
de esa misma Sala. Vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva: motivación insuficien­
te de la resolución recurrida.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo+errer, Presi­
dente, don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno Sen­
dra y don Pedro Cruz Villalón, Magistrados, ha pronun­
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los reCursos de amparo acumulados núms. 679/89
y 765/89, respectivamente interpuestos por el Procura­
dor de los Tribunales don Ignacio Corujo Pita, sustituido
posteriormente por don Luis Suárez Migoyo en nombre
y representación de don José Luis Palicio López, y por el
Procurador de los Tribunales don CeIso Marcos Fortín, en
nombre y representación de don Fernando García Fueyo,
contra el Auto de la Sección Primera de la Audiencia Pro­
vincial de Oviedo de 29 de marzo de 1989, en el que se
declaraba no haber lugar al recurso de súplica presentado
contra el Auto de esa misma Sala de 22 de febrero de
1989 por elque Se denegó a los recurrentés la suspensión
condicional de la condena que les habia sido impuesta por
Sentencia de esa misma Sala de 1 de abril de 1985. Ha
sido parte el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magis­
trado don Fernando García-Mon y González Regueral,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 14
de abril de 1989, el Procurador de los Tribunales don Igna­
cio Corujo Pita, en nombre y representación de don José
Luis Palicio López, interpuso reCurso de amparo contra el
Auto de la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Oviedo de 29 de marzo de 1989, por el que se inadmitía
el recurso de súplica interpuesto contra otra resolución de
esa misma Sala denegando al recurrente el beneficio de
la suspensión condicional de la condena. Por escrito pre­
sentado en el Juzgado de Guardia el 24 de abril de 1989
y registrado en este Tribunal el día 26 de ese misnlO mes
y año, el Procurador de los Tribunales don Celso Marcos
Fortín, en nombre y representación de don Fernando Gar­
cía Fueyo, interpuso recurso de amparo contra esa misma·
resolución. Dado que ambos recursos se referlan a unas
mismas resoluciones judiciales producidas en unas mis­
mas actuaciones y procedentes de los mismos procesos
penales incoados por idénticos hechos delictivos, la Sala
Segunda del Tribunal Constitucional acordó acumularlos
por Auto de 18 de septiembre de 1989.

2. Los hechos de los que traen origen los presentes
recursos de amparo. son los siguientes:

a) Con fecha de 1 de abril de 1985, la Sección Pri­
mera de la Audiencia Provincial de Oviedo dictó una Sen­
tencia en la que condenaba a don José Luis Palicio López
ya don Fernando García Fueyo, como autores de un delito
continuado de hurto en'cuantía no superior a 30.000 pese-

tas, a la pena de tres meses de arresto mayor y accesorias,
así como a satisfacer la cantidad de 4.000.000 de pesetas
en concepto de indemnización.

b) Presentado por don José Luis Palicio López reCur­
so de casación contra la anterior resolución, fue confirma­
da en todos sus extremos por la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo de 17 de oct~bre de 1988,
siendo declarada firme por Auto de la Secclon Pnmera de
la Audiencia Provincial de Oviedo de 10 de diciembre de
1988. En dicho Auto se ordenaba dar traslado al Ministerio
Fiscal para que informase sobre la aplicación al penado
del beneficio de la suspensión condicional de la condena;
Con fecha de 15 de diciembre de 1988, el Flscalllltereso
a tal efecto que se le informase previamente sobre el tra­
bajo y medios de fortuna del condenado a flll d!l poder
satisfacer, siquiera sea en parte, la IIldemlllZaclon acor­
dada.

c) Con fecha de 27 de diciembre de 1988, el Pr'!­
curador de los Tribunales don FranCISco Montero Gonza­
lez, en nombre y representación de don José Luis Palicio
López, presentó ante la Audiencia Provincial de Ovied.;> un
escrito en el que solicitaba que le fuera concedido a su
representado el beneficio de la suspensión.condicional de
la condena. En dicho escnto soliCitaba aSimismo que se
declarara extinguida la responsabilidad civil, habida cuen­
ta del acuerdo económico a que habían llegado don LUIS
Palicio Cima y la entidad HUNOSA, conforme se acredi­
taba mediante documento suscrito entre ambas partes el
21 de febrero de 1986, confirmado por la comparecencia
ante la Sala, con fecha de 25 de enero de 1989, de un
representan!e de dicha entidad que declaró qu~ la misma
se consideraba indemnizada en la cantidad fijada en la
Sentencia de 1 de abril de 1985. A la vista de ello, el Minis­
terio Fiscal informó en el sentido de que no se oponía a
que se aplicase a ambos condenados el beneficio solici­
tado por sólo uno de ellos.

dl Con fecha de 22 de febrero de 1989, la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Oviedo dictó un Auto
en el que, no obstante el carácter favorable a la concesión
del beneficio del informe emitido por el Miniterio Fiscal,
acordaba denegar la aplicación del mismo a los solicita,n­
tes de amparo sin que para ello se aportase motlvaClon
alguna. Interpuesto contra dicha resolución recurso de
súplica por la representación de don José Luis Palicio
López, al que se adhirió don Fernando García Fueyo, por
estimar que la misma vulneraba sus derechos a la tutela
judicial efectiva, a un proceso sin dilaciones indebidas y
a la reeducación y reinserción social, respectivamente
reconocidos en los arts. 24.1 y 2 y 25.2 de la C.E., fue lIlad­
mitido por Auto de esa misma Sala de 29 de marzo de
1989 por considerar el órgano judicial que, a tenor de lo
dispuesto en el arto 6 de la Ley de 17 de marzo de 1908,
contra la resolución denegatoria de la concesión del citado
beneficio no cabe recurso alguno. Este último Auto fue
notificado a la representación del Sr. Palicio López con
fecha de 3 de abril de 1989, y a la del Sr. García Fueyo
con fecha de 31 de marzo de 1989.
• el Por diligencia de 10 de abril de 1989, la Sala acor­

dó dar las órdenes oportunas a la Policia Judicial para que
procediera a la detención e ingreso en prisión de los soli­
cítantes de amparo. No habiendo sido hallados en su domi­
cilio, se dictó contra ellos orden de busca·y captura, resul­
tando localizado el Sr. Palicio López, quien fue puesto a
disposición judicial el 24 de abril de 1989, y permanecien­
do en paradero desconocido el Sr. García Fueyo. Solicitado
por la representación del Sr. Palicio un aplazamIento de
la ejecución de la condena que le había sido impue.sta, a
la vista de ciertas circunstancias familiares convelllente­
mente acreditadas, la Sala, previo informe favorable al res­
pecto del Ministerio Fiscal, denegó tal petición por Auto
de 2 de mayo de 1989 por haberse iniciado ya el cum­
plimiento de la pena.



42 Martes 19 enero 1993 BOE núm. 16. Suplemento

3. La representación de don José Luis Palicio López
comienza por resaltar la poco razonable duración del pro­
cedimiento, dado que, iniciadas las actuaciones en 1980,
su representado fue condenado en 1985, siendo decla­
rada firme dicha condena en 1988. Entretanto, el recurren­
te ha desarrollado una vida social y una actividad profe­
sional normales que se verían ahora afectadas por el cum­
plimiento de una pena de tan corta duración a los nueve
años de haber sido impuesta. Situación que no sólo resulta
contraria a los principios de reeducación y de reinserción
social contenidos en el art. 25.2 de la C.E.. sino también
al derecho a un proceso sin dilaciones indebidas contenido
en el art. 24.2 de la C.E.

Por otra parte. se reprocha a la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Oviedo la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva, reconocido en el arto 24.1 de
la C.E.. al no haber fundamentado sino en su facultad dis­
crecional el Auto de 22 de febrero de 1989 en el que se
denegaba al recurrente la concesión del beneficio de la
suspensión condicional de la condena no obstante la exis­
tencia de un informe favorable del Ministerio Fiscal; y por
haber declarado. en su Auto de 29 de marzo de 1989.
no haber lugar a la admisión del recurso de súplica inten­
tado contra el precitado Auto denegatorio. Pues no sólo
el art. 236 de la L.E.Crim. permite recurrir en súplica todos
los Autos dictados por los Tribunales de lo criminal. sino
que el propio tenor literal del art. 6 de Ley de 17 de marzo
de 1908 no se opone a la conclusión de que cabe recurso
de súplica contra una resolución judicial denegatoria del
beneficio de la suspensión condicional de la condena, al
poder interpretarse dicho precepto como únicamente refe­
rido a aquellas resoluciones en las que se conceda dicho
beneficio.

En la de"landa de amparo presentada por la represen­
tación de don Fernando García Fueyo se invocan asimismo
como vulnerados los derechos a la tutela judicial efectiva,
a un proceso sin dilaciones indebidas y a la reeducación
y reinserción social (arts. 24.1 y 2 y 25.2 de la e.E.). con
apoyo en una argumentación del mismo tipo que la ya
reseñada. A lo que se añade que el Auto de 22 de febrero
de 1989 denegó a ambos condenados el beneficio de la
suspensión condicional de la condena no obstante no
haber sido éste solicitado por el Sr. García Fueyo por igno­
rar éste. hasta el momento en que se le dio vista del recurso
de súplica interpuesto contra dicha resolución por el
Sr. Palicio López. que la Sentencia de instancia había sido
declarada firme.

Ambos recurrentes solicitan la nulidad de las resolu­
ciones impugnadas y la suspensión de la ejecución de la
pena que les fue impuesta por Sentencia de 1 de abril de
1985 hasta tanto se resuelvan los presentes recursos de
amparo. Por otrosí, la representación de don Fernando Gar­
cía Fueyo pide a este Tribunal la acumulación de su recurso
con el presentado por don José Luis Palicio López, por con­
currir los requisitos prevenidos en el art. 83 de la LOTC.

4. Por providencia de 8 de mayo de 1989, la Sección
Tercera de la Sala Segunda acordó. de conformidad con
lo dispuesto en el arto 50.3 de la LOTC. conceder a don
Fernando García Fueyo y al Ministerio Fiscal un plazo de
diez días para que alegasen cuanto estimasen conveniente
en relación con la posible concurrencia de las siguientes
causas de inadmisibilidad: al en relación con el art. 44.2
de la LOTC. por extemporaneidad del recurso; b) .en rela­
ción con los arts. 50.1 a) y 44.1 cl de la LOTC, por falta
de invocación de los derechos fundamentales invocados;
y cl en relación con el arto 50.1 c) de la LOTC. por falta
de contenido constitucional de la demanda.

5. Evacuado por el Ministerio Fiscal y por los
recurrentes el trámite otorgado respecto a la inadmisibi­
lidad del recurso, la Sección. por providencia de 22 de
mayo de 1989. acordó admitir a trámite la demanda de
amparo formulada por don José Palicio López. asl como

requerir a la Audiencia Provincial de Oviedo para que en
el plazo de diez días remitiese testimonio del conjunto de
las actuaciones y emplazase a quienes fueron parte en el
procedimiento de referencia a fin de que. también en el
plazo de diez días, pudiesen comparecer en el presente
proceso constitucional. Por otra providencia de esa misma
fecha, se acordó asimismo formar la correspondiente pieza
separada de suspensión. así como conceder al Ministerio
Fiscal y al Sr. Palicio López un plazo de tres días para que
alegasen cuanto estimaran conveniente en relación con
la suspensión interesada.

6. En escrito registrado en este Tribunal el 2 de junio
de 1989. el Ministerio Fiscal manifestó qu.e no se oponía
a la suspensión solicitada por cuanto la ejecución del Auto
de la Audiencia Provincial de Oviedo de 22 de febrero de
1989 supondría la detención e ingreso en prisión del
recurrente, lo que podría ocasionarle un perjuicio irrepa­
rable que haría que el amparo, caso de concederse. hubie­
ra perdido su finalidad. Por su parte, la representación de
don José Luis Palicio López dejó transcurrir el plazo con­
cedido para evacuar el trámite de alegaciones sin haber
formulado escrito alguno.

7. Por Auto de 19 de junio de 1989. la Sala Primera
acordó suspender la ejecución del Auto dictado por la
Audiencia Provincial de Oi/iedo con fecha de 22 de febrero
de 1989 por considerar que de dicha ejecución podría
derivarse para el recurrente un perjuicio irreparable que
haría perder al amparo su finalidad. Comunicada dicha
resolución al mencionado órgano judicial. se recibió comu­
nicación por parte de éste en la que se indicaba que no
podía procederse a cumplimentar la suspensión concedi­
da por cuanto el Sr. Palicio López había extinguido su con­
dena con fecha de 12 de jun,io de 1989.

8. Por providencia también de fecha 19 de junio de
1989, se acordó tener por recibidas las actuaciones remi­
tidas por la Audiencia Provincial de Oviedo y conceder al
Ministerio Fiscal y a don José Luis Palicio López un plazo
de veinte días para que alegasen cuanto a su derecho esti­
masen conveniente.

Mediante escrito registrado en este Tribunal er-13 de
julio de 1989, el Procurador de los Tribunales don Ignacio
Carujo Pita. en nombre y representación de don José Luis
Palicio López. reiteró las alegaciones ya formuladas en la
demanda de amparo. Por su parte el Ministerio Fiscal, en
escrito de esa misma fecha. concluía que no podía decirse
que el Auto de 22 de febrero de 1989 careciera de moti­
vación puesto que aludía expresamente a la discreciona­
lidad del órgano judicial en materia de concesión o dene­
gación del beneficio de la condena condicional. En cambio
sí que cabía afirmar que el Auto de 29 de marzo Qe 1989,
al extraer del texto del art. 6 de la Ley de 17 de marzo de
1989 la conclusión de que contra el Auto denegatorio del
mencionado beneficio no cabía recurso de súplica. llevó
a cabo una interpretación opuesta a la jurisprudencia cons­
titucional emanada en materia de derecho de acceso a los
recursos. por lo que debe considerarse lesivo del derecho
a la tutela judicial efectiva y, en consecuencia. procederse
a la concesión del amparo solicitado.

9. Por otra parte. en providencia asimismo de fecha
19 de junio de 1989, se acordó admitir a trámite la deman­
da de amparo presentada por don Fernando García Fueyo.
solicitar a la Audiencia Provincial de Oviedo el envío de
las actuaciones y el emplazamiento de quienes hubieran
sido parte en la vía judicial y conceder al Ministerio Fiscal
y al solicitante de amparo un plazo de diez días para que
alegasen cuanto estimaran pertinente en relación con la
acumulación de los recursos núms. 765/89 y 679/89. En
otra providencia de esa misma fecha, se acordó formar la
correspondiente pieza separada de suspensión. conce­
diéndose al Ministerio Fiscal y al Sr. García Fueyo un plazo
de tres días para que alegaran cuanto estimasen conve­
niente en relación con la suspensión interesada.
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Mediante escrito registrado en este Tribunal el 4 de
julio de 1989, el Ministerio Fiscal manifestó que no se opo­
nía al otorgamiento de la suspensión solicitada. Por su par­
te, la representación de don Fernando García Fueyo, en
escrito registrado el 7 de julio de 1989. insistió en que,
dada la brevedad de la pena que le había sido impuesta,
la no suspensión de la ejecución haría perder al amparo
su finalidad, alegando, además, que habiendo concedido
ya este Tribunal la suspensión interesada por don José Luis
Palic;io López. procedía adoptar en su caso la misma deci­
sión dada la identidad de sus respectivas situaciones.

Por Auto de 10 de agosto de 1989, se acordó suspen­
der la ejecución del Auto de la Audiencia Provincial de
Oviedo de 22 de febrero de 1989 durante la tramitación
del amparo solicitado por don Fernando García Fueyo.

10. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
8'de julio de 1989, el Procurador de los Tribunales don
Celso Marcos Fortín. en nombre y representación de don
Fernando GarcíaFueyo. alegó que, dado que los recursos
de amparo núms. 765/89 y 679/89 tenían un mismo
objeto. constituido por los Autos de la Audiencia Provincial
de Oviedo de 22 de febrero y 29 de marzo de 1989, pro­
cedía la acumulación de ambos procesos. de conformidad
con lo dispuesto en el art. 83 de la LOTC. En escrito de
fecha 25 de julio de 1989, el Ministerio Fiscal manifestó
que no se oponía a la acumulación interesada por la repre­
sentación de daR Fernando García Fueyo. Con fecha de
18 de septiembre de 1989, la Sala Segunda del Tribunal
Constitucional dictó, en la correspondiente pieza separada
de acumulación, un Auto en el que accedía a la misma
dada la coincidencia de presupuestos legales y constitu­
cionales en que se apoyaban los'recursos de amparo cuya
acumulación se interesaba, variando tan sólo la persona
de los recurrentes.

11. Por providencia de 9 de octubre de 1989, se
acordó unir al recurso núm.679/89 su acumulado
núm. 765/89. tener por recibidas las actuaciones remiti­
das en el segundo de dichos procesos por la AudienCIa
Provincial de Oviedo, y dar vista de todas las obrantes en
los recursos acumulados al Ministerio Fiscal y a las partes
personadas en ambos para que. en el plazo de veinte días,
formularan cuantas alegaciones estimasen convenientes;
así como tener por personado al Procurador Sr. Corujo
López Villarnil en nombre y representación del Sr. Palicio
López. en sustitución del Sr. Corujo Pita.

12. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
27 de octubre de 1989. el Fiscal ante el Tribunal Cons­
titucional reprodujo las alegaciones ya consignadas en el
escrito de fecha 13 de julio de 1989 por el que evacuó
idéntico trámite en relación con el recurso núm. 679/89, .
así como las formuladas en su escrito de fecha 18 de mayo
de 1989 en el trámite de inadmisión del recurso
núm. 765/89, no sin agregar que este último recurso no
fue extemporáneamente presentado. En consecuencia,
tras rechazar las pretendias vulneraciones tanto del dere­
cho a un proceso sin dilaciones indebidas como del con­
tenido en el art. 25.2 de la C.E.. interesaba la concesión
del amparo y la consiguiente anulación del Auto de 29 de
marzo de 1989 por considerar que dicha resolución cons­
tituia una infracción del derecho a la tutela judicial efectiva
en su vertiente de derecho de acceso a los recursos.

13. En escrito de alegaciones de fecha de 4 de
noviemhre de 1989. la representación de don Fernando
Garda Fueyo dio por reproducidas las ya formuladas en
la demanda de amparo y en el trámite de inadmisión de
la misma. e hizo suyas las presentadas por la representa­
ción de don José Luis Palicio López, reiterando expresa­
mente lo siguiente: 1) que su representado no había lle­
gado a solicitar el beneficio de la suspensión condicional
de la condena. pese a lo clJal la concesión del m;smo le
fue denegada por Auto de 22 de febrero de 1989. con
ocasión de la respuesta dada por el órgano judicial a la

solicitud presentada en tal sentIdo por el otro solicitante
de amparo; 2) q'Je no tuvo conocimiento del Auto de
fecha 10 de diciembre de 1988 por el que se declaró la
firmeza de la Sentencia dictada en instancia. ni del Auto
de 22 de febrelo de 1989, sino hasta el momento en que
se le dio traslado del recurso interpuesto contra esta última
resolución por el Sr. Palicio López; 3) que, en contra de
lo dispuesto en el art. 248 de la LOPJ, en el citado Auto
de 22 de febrero de 1989 no se decía si dicha resolución
era firme, ni se contenía indicación alguna sobre los recur­
sos que contra el mismo eran posibles; 4) que. al dársele
traslado del recurso de súplica interpuesto contra dicho
Auto por el Sr. Palicio, formalizó un escrito por el que se
adhería al mismo haciéndolo íntegramente suyo. con
expresa mención de los preceptos constitucionales que se
consideraban infringidos, al tiempo que por primera vez
solicitaba para sí el beneficio de la condena condícional;
5) que el Auto de 29 de marzo de 1989 le fue notificado
el día 3 de abril de ese mismo año; 6) que presentófecur­
so de amparo contra el mismo con fecha de 24 de abril
de 1989. Por consiguiente, en contra de lo que sostenía
el Ministerio Fiscal en su escrito de fecha 18 de mayo de
1989, debe concluirse que el recurso de amparo promo­
vido por don Fernando García Fueyo fue interpuesto den­
tro del plazo señalado en el art. 44.2 de la LOTC. quedando
asimismo acreditado que el Sr. García Fueyo recurrió en
plazo el Auto de 22 de febrero de 1989 al haberse adhe­
rido al recurso de súplica presentado contra dicha reso­
lución por don José Luis Palicio López.

14. Por providencia de 9 de diciembre de 1992 se
señaló para deliberación y votación de la presente Sen­
tencia el día 14 siguiente.

11.' Fundamentos jurídicos

1. De las distintas vulneraciones de derechos funda­
mentales alegadas en los presentes recursos de amparo
acumulados, procede examinar. en primer lugar, la relativa
al derecho a la tutela judicial efectiva. ya que, caso de ser
apreciada, se haría innecesario un pronunciamiento por
parte de este Tribunal en relación con el resto de las infrac­
ciones denunciadas.

A tal respecto. estiman los demandantes que tanto el
Auto de la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Oviedo de 22 de febrero de 1989, como el posteriormente
dictado por esa misma Sala con fecha de 29 de marzo de
1989. han incurrido en infracción del indicado derecho,
si bien por distintas causas: el primero. por haber dene­
gado a los recurrentes el beneficio de la suspensión con­
dicional de la condena que les había sido ímpuesta por
sentencia firme. sin ofrecer para ello motivación alguna;
el segundo, por haber basado la inadmisión del recurso
de súplica interpuesto contra la mencionada resolución
denegatoria en una interpretación del art. 6 de la Ley de
Condena Condicional de 1908 que debe considerarse
contraria al derecho invocado. en ~u vertiente de derecho
a los recursos legalmente posibles.

Razones de lógica jurídica aconsejan examinar en pri­
mer lugar este segundo motivo de impugnación, toda vez
que de entenderse improcedente el recurso interpuesto
por estimarse que, como entiende el Auto recurrido, con­
forme al art. 6 de la Ley de Condena Condicional de 1908
contra el Auto denegatorio de la condena condicional no
cabía recurso alguno. podría resultar extemporánea la pre­
sentación del recurso de amparo por haberse dilatado
indebidamente el plazo previsto para :lU interposición.

2. El art. 6 ds la citada Ley de Condena Condicional
(en adelante, lCC¡ dispcln8 lo siguiente: «la "uspensión
de la condena se acordará tan pronto como sea firme la
sentencia y p""v,n informe drc,¡ Fisr al. Contra la ¡'esolución
que se dicte no s': dará recurSO. alguno, salvo el que, fun­
dado en error d" hecho, podrá interponer en cualquier
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tiempo el Ministerio Fiscal ante el Tribunal que otorgó la
condena condiciona!>•.

En el tenor literal de este precepto se basó expresa­
mente la Audiencia Provincial de Oviedo para declarar, por
Auto de 29 de marzo de 1989, que no había lugar a la
admisión del recurso de súplica íntentado por los hoy
demandantes de amparo contra el Auto de 22 de febrero
de 1989. La opinión contraria es mantenida por los
recurrentes, quienes no sólo alegan en apoyo de la misma
que los arts. 236 y 237 de la L.E.Crim. reconocen la posi­
bilidad de recurrir en súplica todos los autos de los Tribu­
nales d", lo criminal -con la única excepción de aquellos
contra los cuales se otorgue expresamente otro recurso
en la Ley-, sino también que la interpretación dada al art. 6
de la LCC por el órgano judicial no es la única posible, aun­
que sí ciertamente la más restrictiva desde el punto de vis­
ta del derecho a los recursos, por lo que ha deconsiderarse
lesiva de dicho derecho.

A juicio de los demandantes, lo que se infiere del tenor
literal del art. 6 de la LCC es que la resolución en laque
el órgano judicial concede por sí. y no por imperio de la
ley, el beneficio de la condena condicional únicamente
puede ser recurrida por el Ministerio Fiscal, y no por cual­
quier motivo sino tan sólo debido a la existencia de un error
de hecho; pero no, en cambio, que no puedan ser recurri­
das las resolucines en las que se deniegue el otorgamiento
de dicho beneficio. de conformidad con lo dispuesto en
el arto 236 de la L.E.Crim.

Según dicha ínterpretación.la previsión que con carác­
ter general establece el precepto úitimamente citado sólo
quedaría exceptuada en el caso de concesión del beneficio
y'no en el de denegación del mismo. De suerte que lo que
el art. 6 de la LCC vendría a significar es que las resolu­
ciones favorables sólo serían recurribles en ciertas ocasio­
nes por el Ministerio Fiscal; en tanto que las denegatorias
estarían sometidas al régimen general del art. 236 de la
L.E.Crim.

A la vista de los términos poco claros de la disposición
contenida en el arto 6 de la LCC. no puede negarse que
una interpretación gramatical como la que se acaba de
exponer resulta plausibre. pero no lo es menos que tam­
bién lo es la mantenida por la Audiencia Provincial de avia­
do. Por consiguiente, ninguna lesión del derecho a la tutela
judicial cabría reprochar al órgano judicial por haber lle­
gado a la conclusión de que el Auto de 22 de febrero de
1989 no era recurrible en súplica, mas de' ello no puede
inferirse que los presentes recursos de amparo hayan sido
interpuestos extemporáneamente, pues si bien es cierto
que este Tribunal ha declarado en distintas ocasiones que
la indebida prolongación de la vía judicial previa al proceso
de amparo por causa de la interposición de un recurso no
autorizado por la Ley puede ocasionar la extemporaneidad
del recurso de amparo. por prorrogar indebidamente el pla­
zóestablecido en el art. 44.2 de la LOTC. no es menos cier­
to que para que dicha ,:onsecuencia se produzca se ha
venido exigiendo que la improcedencia del recurso sea evi­
dente, es decir, constatable "prima facie» sin intervención
de dudas interpretativas que sea necesario despejar por
medio de criterios no absolutamente indiscutibles. ya que
el respeto debido al derecho de la parte a utilizar cuantos
recursos considere útiles para la defensa de sus intereses,
impide exigirle que se abstenga de emplear aquéllos cuya
improcedencia sea razonablemente dudosa y, en conse­
cuencia. que asuma el riesgo de incurrir en una falta de
agotamiento de la vía judicial previa que previene el
mt. 44.1 al de la LOTC (STC 50/19901.

Lz: ülih",r;or doctrina c0nd¡'::';0 a pri'~'dr do consecuen­
ci('lS dn f'xteniporareidad a la ii1tF;~·pf)si:':';.:)n dr los preSE~n­

tes H"CUn~lY;de amp(}íO, toda vrz que el fElcurso de slJplica
inildll1ítido ni tuvo pür rin,:¡ldad diL:¡tar la in1erposición del
amparo. ni era clara su improceden::ia.

3. Sentado lo precedente. procede a continuación
determinar si la Audiencia Provincial de Oviedo incurrió
o no en infracción de derecho a la tutela judicial efectiva
al alegar, en su Auto de 22 de febrero de 1989. como úni­
co fundamento de la no concesión a los recurrentes del
beneficio de la suspensión condicional de la condena, pese
al informe emitido por el Ministerio Fiscal en sentido favo­
rable a dicha concesión y a la concurrencia de todos los
requisitos que para la misma exige el art. 93 del Código
Penal. su facultad de apreciar discrecionalmente las cir­
cunstancias del caso, así como la de decidir. también con
carácter discrecional, acerca de la concesión o denegación
del beneficio; pudiendo en consecuencia adoptar. en el
ejercicio de esa discrecionalidad. una resolución denega­
toria incluso en aquellos supuestos en los que. concurriew
do los requisitos legalmente exigidos para la concesión del
beneficio. ninguna de las partes se hubiera manifestado
en contra de dicha concesión.

Estiman los recurrentes que la discrecionalidad en que
se ampara el Auto de 22 de febrero de 1989 no constituye
una motivación suficiente de la decisión emitida en sentido
denegatorio, por lo que, a su juicio. no puede sino con­
cluirse que dicha resolución ha supuesto una vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva. Y ciertamente no
les falta razón, ya que la facultad legalmente. atribuida a
un órgano judicial para que adopte con carácter discre­
cionaluna decisión en un sentido o en otro no constituye
por sí misma justificación suficiente de la decisión final­
mente adoptada, sino que, por el contrario, el ejercicio de
dicha facultád viene condicionado estrechamente a la exi­
gencia de que tal resolución esté motivada, pues sólo así
puede procederse a un control posterior de la misma en
evitación de toda posible arbitrariedad que, por lo demás,
vendría prohibida por el arto 9.3 de la Constitución.

Lo anterior podría considerarse legalmente confirma­
do a la vista de que el arto 92.1 del Código Penal confiere
a los Tribunales la atribución de otorgar motivadamente
por sí, o de aplicar por ministerio de la ley -esto último
en los casos previstos en el arto 94 de ese mismo texto
legal-la condena condicional que deje en suspenso la eje­
cución de la pena. Pues no obstante referirse dicho pre­
cepto, de manera expresa, únicamente al otorgamiento
del beneficio, de ello no cabe deducir que la denegación
del mismo no haya de venir igualmente motivada; ya que,
si bien semejante interpretación no sería contraria al tenor
literal del arto 92.1, sí que se opondri"a en cambio a los
resultados de una interpretación teleológica de la «ratioll
del beneficio. a cuyo tenor éste vendría inspirado por la
necesidad de evitar en ciertos casos el cumplimiento de
penas cortas privativas de libertad por aquellos condena­
dos que presenten un pronóstico favorable de no cometer
delitos en el futuro. dado que en tales supuestos no sólo
la ejecución de una pena de tan breve duración impediría
alcanzar resultados positivos en materia de resocialización
y readaptación social del penado, sino que ni siquiera esta­
ría justificada dada su falta de necesidad desde el punto
de vista preventivo. Por ello se ha de interpretar el arto 92.1
del Código Penal en el sentido de que. aUjlque no se diga
así expresamente, también la denegación del beneficio ha
de ser motivada por exigencia del arto 24 de la Constitu­
ción y establecerlo así expresamente el arto 120.3 de la
misma. Máxime cuando. como sucede en el caso de autos,
no sólo concurrían todos y cada uno de ios requis;!Ds exi­
gidos para su concesión por el art. 93 del Código Penal
-pues. como es obvio, de no concurrir tales requj~ltos f,O
podría ni tan siquiera plantearse la posibilidad de ~'uspen'

der condiclon¡¡lmente la ejecución d'} la pena-o sino que,
dadas las entidades respectivas del hecho delictIVO y de
la pena correspondiente, así como las circunstan;:;ias per­
sonales de los recurrentes. existía un pronóstico favorable
de no reincidencia.
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12464. A mayor abundamiento. debe señalarse que. si
bien es cierto que el penúltimo párrafo del art. 93 del Cód~
go Penal concede a los Tribunales la facultad de aplicar
o no la condena condicional. según lo estimen procedente.
pese a la concurrencia de los requisitos exigidos en ese
mismo precepto para conceder dicho beneficio. no es
menos cierto que dicha discrecionalidad viene condicio­
nada por la exigencia de que. a la hora de decidir en un
sentido u otro. atiendan para ello a la edad y antecedentes
del reo. naturaleza del hecho punible y circunstancias de
todas clases que concurrieren en su ejecución. y es claro.
a la vista de las actuaciones. que nada de ello ha sido teni­
do en cuenta por la Audiencia Provincial de Oviedo para
dictar la resolución denegatoria del beneficio en cuestión.

5. Por cuanto antecede. debe concluirse que el Auto
dictado por la Audiencia Provincial de Oviedo con fecha
de 22 de febrero de 1989 ha vulnerado el derecho a la
tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24 de la Cons­
titúción al no satisfacer la exigencia de motivación que de
ese derecho se deriva y que expresamente exige el
art. 120.3 de la Norma fundamental. La estimación del
amparo por dicho motivo excusa el examen de las demás
infracciones denunciadas.

La confirmación de la existencia de una vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva ha de producir
como efecto la anulación del Auto de 22 de febrero de
1989. debiendo el órgano judicial dictar en su lugar una
nueva resolución motivada que podrá ser de concesión o
de denegación del beneficio. Ofrece. sin embargo. el caso
de autos ciertas peculiaridades que obligan a realizar una
ulterior matización. Pues no debe olvidarse que mientras
que uno de los solicitantes de amparo. por haberse sus­
traído en su momento a la acción de la justicia. no llegó
a cumplir la pena que le había sido impuesta en virtud de
sentencia firme. no ocurrió igual con el otro. dado que el
Auto de este Tribunal por el que se acordaba la suspensión
de su condena fue dictado con posterioridad a que ésta
hubiese sido extinguida. Es por ello evidente que la nueva
resolución que se dicte únicamente podrá contener un pro­
nunciamiento afirmativo o denegatorio respeCto de la con­
cesión de la suspensión condicional de la condena a don
Fernando Garcla Fueyo. mientras que. por lo que se refiere
a don José Luis Palicio López. habrá de limitarse a declarar
su derecho a una resolución motivada.

FALl.O

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPANOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Luis Palicio
López y don Fernando García Fueyo y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho de ambos recurrentes a la
tutela judicial efectiva.

2.° Anular el Auto de 22 de febrero de 1989 dictado
por la Audiencia Provincial de Oviedo para que por ésta
se dicte nueva resolución motivada acerca de la suspen­
sión condicional de la condena impuesta a don Fernando
García Fueyo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a catorce de diciembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer. Fernando García-Mon y González Regueral. Car­
los de la Vega Benayas. Vicente Gimeno Sendra. Pedro
Cruz Villalón.-Firmando y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 225/1992. de 14 de
diciembre de 1992. Recurso de amparo
946/1989. Contra Acuerdo de la Mesa de la
Asamb/ea Regional de Murcia. inadmitiendo a
trámite interpelación del Diputado ahora
reCUrtente. Supuesta, vulneración de los arts.
23.2 y 14 CE

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Mi!if'<el Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 946/1989. interpuesto por
don Juan Cánovas Cuenca. Abogado. Diputado de la
Asamblea Regional de Murcia y Portavoz del Grupo Par­
lamentario Popular. actuando en su propio nombre y repre­
sentación contra el Acuerdo de la Mesa de la Asamblea
Regional de Murcia. de 31 de marzo de 1989. han com­
parecido el Presidente de la antedicha Asamblea. en nom­
bre y representación de la Mesa de la Cámara y el Minis­
terio Fiscal. habiendo sido Ponente el Magistrado don
Rafael de Mendizábal Allende. quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 22 de mayo de 1989 tuvo entrada en este Tri­
bunal un escrito de don Juan Cánovas Cuenca. que en su
propio nombre y representación. interponía recurso de
amparo contra el antedicho Acuerdo parlamentario. En la
demanda se explica que el demandante presentó el 24
de febrero de 1989 a la Mesa de la Asamblea Regional
de Murcia una interpelación dirigida al Consejo de Gobier­
no de la Comunidad para su explicación ante el Pleno de
la Asamblea. cuyo texto íntegro es el siguiente:

«Los ciudadanos de esta región. han sufrido a lo largo
de los últimos años la degradación de la asistencia sani­
taria como consecuencia del deficiente funcionamiento de
las administraciones competentes en la misma. así como
el deterioro e insuficiencia de los medios materiales pues­
tos a disposición de aquéllos. Degradación a la que hay
que añadir el descrédito por irregularidades presuntamen­
te cometidas por quienes han sido responsables de la ges­
tión sanitaria de esta Región. cuyo procesamiento se ha
iniciado recientemente. .

Por lo demás no existen indicios de que el Gobierno
regional tenga voluntad política de solucionar esta situa­
ción. ya que ni mejora los servicios sanitarios de que de
él dependen. ni al parecer es propósito de los socialistas
murcianos reivindicar las competencias estatales de sani­
dad cuya asunción por la Comunidad Autónoma podría al
menos garantizar la coordinación,

Ante este estado de cosas el Diputado que subscribe
solicita que el Consejo de Gobierno explique las razones
de su actuación en materia sanitaria y de las medidas adop­
tadas para que esta bochornosa situación no se vuelva a
repetir.»

La Mesa de la Cámara. oído el parecer de la Junta de
Portavoces adoptó, el 13 de marzo de 1989. por mayoria
de 3 votos frente a 2. el Acuerdo de no admitir a trámite
tal interpretación. El grupo mayoritario fundaba su actitud
en tres motivos: 1) la referencia en el texto de ia interpe­
lación al pmcesamiento de ciertas personas y por In tan to
a cuestiones que en la actualidad se hayan sub iud/ce. lo


